
INFORME EMITIDO EN LOS EXPTES. 837/2003-1 y 1000/2003-1,
SOBRE EL REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA EL
SUBSISTEMA DE FORMACIÓN PROFESIONAL CONTINUA

ANTECEDENTES

1º) En fecha 4 de agosto de 2003 se formuló queja ante esta
Institución, que dio lugar al expediente 837/2003-1, en la que se
solicitaba la intervención del Justicia ante la próxima modificación del
sistema de formación profesional continua, propuesto por el Ministerio
de Trabajo, señalándose lo siguiente:

«Consideramos que puesto que Aragón ostenta
competencias en materia de ejecución de la legislación
laboral, el Gobierno de Aragón debe tener como actuación
prioritaria la defensa de su sistema competencial estatutario.

A tal fin, solicitamos a la Consejería de Economía y
Hacienda del Gobierno de Aragón y a las Cortes de Aragón,
que requieran del Gobierno central la gestión y ejecución de
la formación continua, incluidos los fondos a ella destinados
(se da el caso de que los fondos que se entregaban a los
interlocutores sociales y no se gastaban revertían a las arcas
estatales, cuando se trataba de fondos  detraídos de las
nóminas de los trabajadores aragoneses).

Asimismo, solicitamos de esa Consejería que se nos
haga llegar la documentación que disponga sobre la
Propuesta del Ministerio de Trabajo, así como la que
consideren oportuna».

A la queja formulada se acompañaba un escrito con diversas
consideraciones sobre la gestión de la formación profesional continua
aragonesa, en atención a lo resuelto por la Sala Primera del Tribunal
Constitucional, en sentencia 95/2002, de 25 de abril de 2002 (BOE de
12 de mayo de 2002), en recurso de inconstitucionalidad 938/93, y
conflicto positivo de competencias 1176/93, promovido por el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, en relación con la disposición
adicional vigésimo tercera de la Ley 39/1992 de 9 de diciembre y con el
Acuerdo Tripartito en materia de formación continua de los trabajadores
ocupados, suscrito entre el Gobierno y las Organizaciones sindicales y
empresariales.
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2º) A la vista de la queja formulada se acordó solicitar información
sobre el problema planteado al Departamento de Economía, Hacienda y
Empleo de la Diputación General de Aragón, recibiéndose el día 26 de
septiembre de 2003 contestación a la petición realizada, en los
siguientes términos:

«En relación con la Queja número referencia DI-837/2003-1
Modificación del sistema de formación profesional continua y
actuación de la Comunidad Autónoma, recibida en el registro del
INAEM con fecha de 21 de agosto, procede emitir por esta
Dirección Gerencia el informe correspondiente,

FUNDAMENTOS NORMATIVOS
Con referencia a esta queja, anticipamos que no podemos

considerarla respaldada por fundamentos objetivos por motivos de
orden procedimental y sustantivo, así como por la realidad de la
actuación de la Administración de la Comunidad Autónoma, en el
sentido que a continuación se expresa:

1.- En primer lugar, no es posible responder de forma
concreta a la exigencia de que los órganos de la Comunidad
Autónoma "requieran del Gobierno central la gestión y ejecución
de la formación continua, incluidos los fondos a ella destinados'
por el simple hecho de que exista un Proyecto de Real Decreto en
la materia que se encuentra en fase de elaboración en el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Esto es así por cuanto la
vía del planteamiento de conflicto de competencias ante el
Tribunal Constitucional requiere como presupuesto procesal la
publicación, comunicación o aplicación, según proceda, del acto o
norma de rango inferior a la ley que se pretende impugnar, fecha a
partir de la cual comienza a correr el plazo de dos meses para la
formalización del conflicto ante el Alto Tribunal, como dispone el
artículo 63.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de Octubre, del
Tribunal Constitucional

Sólo a partir de ese momento, por tanto, será procedente
someter al Acuerdo del Gobierno de Aragón la decisión sobre la
"interposición del recurso de inconstitucionalidad y cuantas otras
actuaciones ante el Tribunal Constitucional correspondan al
Gobierno de Aragón' así como, en este caso, formalizar el posible
conflicto de competencia ante el mencionado Tribunal, de acuerdo
con lo previsto en los artículos 12.24 y 16.10 de la Ley de
Presidente y del Gobierno de Aragón.

2.- En segundo lugar, nada cabe objetar a las afirmaciones
de los reclamantes sobre la obligación del Gobierno de Aragón de
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defender el ejercicio de sus competencias estatutarias. En este
sentido, el Gobierno de Aragón envía periódicamente a sus
representantes a todas las comisiones de ámbito nacional en que
se tratan asuntos laborales, entre las que cabe reseñar ahora la
Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales y, en especial el
Consejo General de la Formación Profesional. En relación con
este último, la Directora Gerente del INAEM asistió a las sesiones
celebradas en Madrid el 29 de julio de 2003, en el curso de las
cuales el representante del Ministerio de Trabajo proporcionó a
los de las Comunidades Autónomas el texto del proyecto de Real
Decreto para la reforma de formación profesional continua. Dicha
reforma, como reconocen todas las Administraciones implicadas,
se ha hecho ineludible ante la necesidad de completar el proceso
de transferencias a las Comunidades Autónomas con
competencias de ejecución de la legislación laboral, y muy en
particular por la publicación de la Sentencia del Tribunal
Constitucional arriba consignada, además de la Sentencia del
mismo Tribunal 190/2002, de 17 de octubre (B.O.E. n.º 271, de 12
de noviembre), que resolvió en análogo sentido un recurso de
inconstitucional promovido por la Junta de Galicia referido a
normas legales sobre financiación de acciones de formación
continua.

El Instituto Aragonés de Empleo, como organismo autónomo
adscrito al Departamento de Economía, Hacienda y Empleo, tiene
atribuida "la ejecución de los planes y programas derivados de la
política del gobierno en materia de empleo y formación
profesional ocupacional y continua", de acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 2.3 a) de la Ley 9/1999, de 9 de abril, de creación del
organismo.

La efectiva aprobación de los traspasos a esta Comunidad
Autónoma de la gestión realizada hasta ahora por el Estado
respecto de la Formación Continua es asunto, por tanto, que se
encuentra entre las prioridades del Gobierno de Aragón y en
concreto de este Instituto Aragonés de Empleo desde su creación.
Actualmente existe un calendario orientativo para la efectiva
ejecución de estas funciones a partir de, aproximadamente,
mediados del año 2004. Lógicamente, el Gobierno de Aragón está
participando a través de los mecanismos de coordinación
previstos en el Estatuto de Autonomía y en el resto de la normativa
aplicable, singularmente en la Conferencia Sectorial y en el
Consejo General de la Formación Profesional.
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Corresponde exclusivamente al Gobierno de Aragón, en
suma, la decisión sobre la necesidad de formalizar un conflicto de
competencias. En estos momentos se está estudiando dicha
posibilidad por parte de los Servicios Jurídicos con el fin de tener
una fundamentación suficiente, para la interposición de los
recursos pertinentes».

3º) Por otro lado, en fecha 23 de septiembre de 2003 se presentó
nueva queja ante el Justicia, que dio lugar al expediente con el número
de referencia 1000/2003-1 en la que se ponía de manifiesto la posible
vulneración de la Constitución Española por parte del Real Decreto
1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el Subsistema de
Formación Profesional Continua, publicado en el Boletín Oficial del
Estado de 12 de septiembre de 2003.

4º) En fecha 3 de octubre de 2003 se solicitó formalmente al
Consejo de Estado la remisión del dictamen que había elaborado en
relación a la normativa objeto de la queja. Desde dicho Órgano se
comunicó al Justicia que no les era posible facilitar dicho informe, ya que
había de ser reclamado al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte; tal
y como se hizo en fecha 6 de octubre de 2003.

A su vez desde este último organismo se nos remitió a la Dirección
General del Instituto Nacional de Empleo para la obtención del referido
dictamen, siendo solicitado por el Justicia el día 7 de octubre de 2003.
Desde la citada Dirección General se nos indicó que el informe debía ser
pedido a la Secretaría General Técnica del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales. Realizadas diversas gestiones para la obtención del
dictamen ante este último organismo, finalmente se nos indicó que el
informe debía ser reclamado al Subdirector General del Secretariado del
Gobierno, en el Ministerio de la Presidencia, formulándose la oportuna
solicitud en fecha 17 de Octubre de 2003, desde donde finalmente nos
fue remitido el repetido dictamen en esa misma fecha.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS:

PRIMERA.- En las quejas formuladas ante el Justicia se pone de
manifiesto la posible vulneración del orden constitucional de distribución
de competencias entre Estado y Comunidades Autónomas por parte del
Real Decreto 1046/2003, de 1 de agosto, por el que se regula el
Subsistema de Formación Profesional Continua (BOE de 12 de
septiembre). Estiman los presentadores de la queja que se está
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ignorando la competencia autonómica de ejecución en la gestión del
sistema.

Para el estudio de la cuestión planteada ha de partirse de lo
dispuesto en el artículo 149.1.7ª de la Constitución Española, donde se
establece la competencia exclusiva del Estado en materia de
“legislación laboral: sin perjuicio de su ejecución por los órganos de la
Comunidad Autónoma”.

En consonancia con tal previsión, el Estatuto de Autonomía de
Aragón establece en su artículo 39 lo siguiente:

«1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón la
ejecución de la legislación general del Estado en las materias
siguientes:

…
2ª.  Laboral. De conformidad con el número siete del

apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, corresponde al
Estado la competencia sobre la legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las
competencias en materia de migraciones interiores y
exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin
perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre
estas materias.

…
2. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a

la Comunidad Autónoma en aquellas materias que no sean de
su competencia exclusiva comprenden el ejercicio de todas las
potestades de administración, incluida la de dictar reglamentos
internos de organización de los servicios correspondientes»

En virtud del Decreto 572/ 1995, de 7 de abril (BOE y BOA de 10
de mayo de 1995),  quedan traspasados a la Comunidad Autónoma de
Aragón las funciones y servicios de la Administración del Estado en
materia de ejecución de la legislación laboral.

Mediante el Real Decreto 300/1998, de 27 de febrero (BOE y BOA
de 16 de marzo de 1998), se traspasan a la Comunidad Autónoma de
Aragón las funciones y servicios de la Administración del Estado en
materia de gestión de la formación profesional ocupacional. Por Real
Decreto 1358/1998, de 26 de junio (BOE de 8 de julio de 1998), se
aprueba el Acuerdo de ampliación de los medios traspasados en
materia de gestión de la formación profesional ocupacional.
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Por la Ley 9/1999, de 9 de abril, de las Cortes de Aragón se crea el
Instituto Aragonés de Empleo, organismo al que corresponden, con
carácter general, las funciones de ejecución de la legislación de empleo
y formación profesional ocupacional que tenga asumidas la Comunidad
Autónoma de Aragón y, en particular, en relación a la formación
profesional ocupacional:

«a) La ejecución de los planes y programas derivados de
la política del Gobierno en materia de empleo y formación
profesional ocupacional continua.

b) La gestión de las acciones del Plan de Formación
Ocupacional de la Comunidad Autónoma de Aragón y del Plan
Nacional de Formación e Inserción profesional.

c) La propuesta y programación de acciones formativas
derivadas de las necesidades que se detecten y de la
prospección de demandas de ocupación».

Asumidas plenamente las competencias en materia de gestión de
las acciones formativas por la Comunidad Autónoma de Aragón, es al
Gobierno de Aragón a quien corresponde la decisión sobre la
oportunidad o interés de formalizar un conflicto de competencias en
relación con la disposición a la que se refieren las quejas formuladas, de
acuerdo con lo previsto en los artículos 63 y ss. de la Ley Orgánica
2/1979, del Tribunal Constitucional, y 16.10 de la Ley del Presidente y del
Gobierno de Aragón (Texto Refundido aprobado por Decreto Legislativo
1/2001, de 3 de julio; BOA de 20 de juilio de 2001). Sin perjuicio de ello,
a solicitud de los presentadores de la queja, esta Institución refleja a
continuación una serie de consideraciones sobre la materia planteada.

SEGUNDA.- La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en
sesión celebrada el día 29 de julio de 2003, emitió dictamen relativo al
proyecto del Real Decreto cuestionado. En el texto definitivo de la norma
se acogen las observaciones formuladas con carácter esencial en dicho
informe, así como algunas de las restantes; sin embargo, no se toman en
consideración diversas apreciaciones del Consejo de Estado y, por lo
que se refiere a la posible vulneración del orden competencial
constitucional, puede resultar de interés resaltar los datos siguientes:

En el Apartado III del dictamen, en el que se contienen las
“Observaciones Generales”, se incluye un apartado B) relativo a los
“aspectos organizativos” que, al referirse en su punto 1 al extremo de las
“estructuras de participación y colaboración”, se concluye afirmando que
“la estructura que se prevé en el Proyecto, y las funciones que a las
distintas Comisiones atribuyen los artículos 18, 19 y 20 –y a la
Fundación Estatal el 21- deben entenderse sin perjuicio de la



7

competencia de ejecución que corresponda, en cada caso, a las
Comunidades Autónomas”.

En el Octavo de los antecedentes del repetido dictamen del
Consejo de Estado se hace referencia al informe emitido en fecha 24 de
julio de 2003 por la Dirección General de Política Autonómica del
Ministerio de Administraciones Públicas «en el que se refería a las
dudas que suscita el hecho de que el sistema diseñado pueda
interpretarse como un vaciamiento de la competencia autonómica
reconocida por la jurisprudencia constitucional, en sus sentencias
95/2002 y 190/2002, en las que proclama que la formación profesional
continua objeto del Proyecto ha de encuadrarse en la materia laboral;
en consecuencia, se dice, corresponde a las Comunidades Autónomas
la función ejecutiva de las normas estatales, “circunstancia ésta que no
se produce en el proyecto examinado”. Se concluye que el proyecto es
“susceptible de generar nuevas controversias competenciales"».

En relación a este aspecto hay que advertir que únicamente en el
artículo 21, siguiendo una observación formulada con carácter esencial
por el Consejo de Estado, se incluye expresamente el inciso: “sin
perjuicio de las funciones que correspondan al INEM y a las
Comunidades Autónomas…”, al establecer los ámbitos funcionales en
los que se prevé que la Fundación Estatal para la Formación en el
Empleo desarrolle sus cometidos.

En los restantes artículos anteriormente expresados no se efectúa
tal salvedad.

En este sentido, en el apartado A) de las “Observaciones al
articulado” del Consejo de Estado, se expresaba la conveniencia de que
en el artículo 1 del Real Decreto se especificase “el alcance de la
estructura organizativa y de participación que en la norma se establece,
que no afecta a la organización que las Comunidades Autónomas
decidan establecer para la ejecución de las normas laborales
contenidas en el Real Decreto”. No obstante a esta observación, en el
artículo 1 del texto definitivo de la norma no se hace tal especificación,
limitándose a definir el objeto de aquélla en los siguientes términos:
“Este real decreto tiene por objeto regular las distintas iniciativas de
formación que constituyen el subsistema de formación continua, el
régimen de funcionamiento y su financiación, así como la estructura
organizativa y de participación del subsistema”.
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Hay que apuntar que el diseño de funciones que se atribuyen a la
Comisión Estatal de Formación Continua, Comisiones Paritarias
Sectoriales, Comisiones Paritarias Territoriales y Fundación Estatal para
la Formación en el Empleo, no puede servir para vaciar de contenido o
afectar a las competencias de ejecución que a la Comunidad Autónoma
de Aragón le corresponden en virtud de los preceptos transcritos en la
primera de las Consideraciones Jurídicas del presente informe, de
acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional reflejada en
sentencias 95/2002 y 190/2002.

TERCERA.- Además de lo expresado, puede hacerse referencia a
lo dispuesto en el artículo 12 del Real Decreto estudiado.

En dicho artículo, bajo el epígrafe “ejecución de las acciones
formativas”, tras establecer que “las acciones formativas deberán
guardar relación con la actividad empresarial y su ejecución podrá
llevarse a cabo por las empresas por sus propios medios o recurriendo
a contrataciones externas” y que “la formación impartida podrá ser
específica o general”, definiendo cada uno de los dos supuestos,
contiene un segundo apartado con el siguiente tenor literal:

“2. Sin perjuicio de las competencias que en este
ámbito correspondan a las Comunidades Autónomas, al
menos con 15 días de antelación a la fecha de comienzo de
cada acción formativa, la empresa comunicará a la
Fundación Estatal para la Formación en el Empleo su inicio,
con al menos la siguiente información: las fechas y lugar de
impartición, horario, profesorado, acciones formativas que
se prevén y relación de alumnos.

A la vista de las comunicaciones realizadas por las
empresas, la fundación estatal podrá requerir cuanta
documentación e información adicional considere necesaria
a efectos del seguimiento y control de las acciones
formativas.

Cuando las empresas decidan voluntariamente
agruparse para organizar la formación de sus trabajadores,
deberán también comunicar a la citada fundación, al menos,
los datos relativos a la entidad organizadora que se propone
para dicha agrupación.

Asimismo, a la finalización de la formación, las
empresas deberán comunicar a la fundación estatal las
acciones formativas realizadas y el importe de las
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bonificaciones aplicadas en los boletines de cotización a la
Seguridad social.

Estas comunicaciones se realizarán en los términos
que se determinen mediante orden del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales y en lo posible mediante la utilización de
los medios telemáticos que, a tal efecto, se fijen por la
Fundación Estatal para la Formación en el Empleo”.

En relación a este artículo 12, el Consejo de Estado realizaba en el
apartado F) de “Observaciones al Articulado” de su dictamen, las
siguientes precisiones:

“El artículo 12 regula la ejecución de las acciones
formativas, y prevé que se comunique a la Fundación Estatal
para la Formación en el Empleo (con solo una semana de
antelación) determinada información que se especifica.

En línea con lo que ya se ha dicho, a juicio del Consejo
de Estado, debería preverse que esa información, o la que
pueda requerirse, se haya de facilitar a la administración
competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.6 de
la Ley Orgánica 5/2002; dichas comunicaciones habrían de
realizarse en los términos que la propia Administración
establezca (salvo que por razones que excedan de lo
puramente organizativo, el Estado decidiera acometer una
regulación uniforme de tales comunicaciones).

Junto a ello, podría establecerse que posteriormente, y a
través de la representación autonómica en la Fundación
Estatal de Formación en el Empleo, se remita a ésta la
información de que dispongan las distintas Administraciones
públicas (por ejemplo, a los efectos previstos en el artículo 10.5
de la Ley Orgánica 5/2002: para la coordinación de las ofertas
de formación profesional a fin de dar respuesta a las
necesidades de cualificación y optimizar el uso de los recursos
públicos)”.

Hay que tener en cuenta que el artículo 10, apartado 6, de la Ley
Orgánica 5/2002, de 19 de junio, dispone que “las instituciones y
entidades que desarrollen ofertas formativas sostenidas con fondos
públicos están obligados a facilitar a las Administraciones competentes
toda la información que sea requerida para el seguimiento, fines
estadísticos y evaluación de las actuaciones desarrolladas. Asimismo,
serán de aplicación los procedimientos, métodos y obligaciones
específicas que se derivan de la legislación presupuestaria, de la
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normativa y financiación europea y del desarrollo de planes o
programas de ámbito nacional y europeo”.

La redacción final del artículo 12 del Real Decreto 1046/2003,
objeto de la queja formulada ante el Justicia y que ahora estudiamos, si
bien formalmente incluye la referencia “sin perjuicio de las competencias
que en este ámbito correspondan a las comunidades autónomas”; lo
cierto es que no prevé que las empresas deban efectuar estas
comunicaciones de información a las Administraciones competentes (en
particular, a las Administraciones autonómicas), sino únicamente a la
Fundación Estatal, a la que otorga plenas facultades para requerir cuanta
documentación e información considere necesaria para el “seguimiento y
control “ de las acciones formativas.

No se establece un sistema que garantice de forma suficiente y
adecuada la intervención de las Administraciones autonómicas, sin
perjuicio de que éstas, a través de las representaciones autonómicas en
la Fundación Estatal, remitan posteriormente a dicha Fundación la
información de que dispongan.

En definitiva, en cuanto al artículo 12 del Real Decreto, hay de decir
que aun cuando se consigna formalmente la salvedad inicial de las
competencias que correspondan a las Comunidades Autónomas, lo
cierto es que las facultades atribuidas -para seguimiento y control de las
acciones formativas- a la Fundación Estatal, por lo que se refiere a la
obtención datos e información que deben facilitar las empresas, son muy
amplias, quedando facultada dicha fundación para requerir a éstas la
documentación e  información adicional que considere necesaria,
omitiéndose cualquier mención a la necesidad de facilitar esa
información a la Administración autonómica, competente en la gestión de
las acciones formativas, y en los propios términos que esta
Administración autonómica establezca.

CUARTA.- Por otra parte, el artículo 14 del Real Decreto
1046/2003, al regular los “Contratos programas para la formación de
trabajadores”, establece la posibilidad de que el INEM pueda conceder
ayudas para planes de formación a las confederaciones empresariales
y/o sindicales más representativas en el nivel estatal, mediante la
suscripción de contratos programa, cuando éstos afecten a más de una
Comunidad Autónoma. También se prevé que el INEM pueda conceder
ayudas para planes de formación continua amparados en la negociación
colectiva sectorial de ámbito estatal, mediante la suscripción de
contratos programa que tengan por objeto desarrollar determinadas
acciones formativas que afecten a un ámbito superior a una Comunidad
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Autónoma. Asimismo se dispone la posibilidad de que el INEM pueda
suscribir contratos programa con las confederaciones y federaciones de
cooperativas y/o sociedades laborales con notable implantación en el
ámbito estatal, para desarrollar acciones formativas dirigidas a dos o
más empresas que no pertenezcan a un mismo sector productivo y
Comunidad Autónoma. Finalmente se plasma la posibilidad de que el
INEM suscriba contratos programa con las asociaciones de trabajadores
autónomos que tengan ámbito estatal y suficiente implantación, respecto
a planes formativos que afecten a un ámbito superior a una Comunidad
Autónoma.

En todos los supuestos, por tanto, la referencia que se hace es a
planes o acciones de ámbito superior al de una Comunidad Autónoma.

El apartado 5 del citado precepto remite a los mecanismos de
distribución establecidos en el artículo 153 de la Ley General
Presupuestaria en los casos de ayudas destinadas a financiar acciones
de formación continua de ámbito territorial exclusivo de una Comunidad
Autónoma, artículo, este último, en el que se contienen las reglas para la
gestión de créditos existentes en los Presupuestos Generales del Estado
para el cumplimiento de planes y programas conjuntos referidos a
competencias de las Comunidades Autónomas.

En el artículo 14 del Real Decreto estudiado, por tanto, no se
contempla la posibilidad de celebración de contratos programa por parte
de las Administraciones Autonómicas, a pesar de que el dictamen del
Consejo de Estado, en el apartado G) de sus “Observaciones al
Articulado” expresaba la conveniencia de que sí que se contemplase tal
posibilidad, de forma que el Real Decreto regulase, con carácter general,
los contratos programa para la formación de trabajadores, y las
Administraciones en cada caso competentes se ocuparan de su
ejecución. Se omite la posibilidad de que las Administraciones
autonómicas puedan suscribir este tipo de contratos programa.

QUINTA.- Finalmente ha de hacerse referencia al contenido del
artículo 20 del Real Decreto estudiado, que bajo el epígrafe “Comisiones
paritarias territoriales” dispone lo siguiente:

“1. En cada comunidad autónoma podrá constituirse una
comisión paritaria territorial integrada por las organizaciones
empresariales y sindicales más representativas en su territorio.

Dichas comisiones tendrán las siguientes funciones:
a) Intervenir en el supuesto de discrepancias surgidas en

relación con lo dispuesto en el artículo 10, cuando no haya
comisión paritaria sectorial competente para ejercer dicha
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función y la discrepancia afecte a un centro de trabajo radicado
en su respectivo ámbito territorial de actuación.

b) Efectuar el seguimiento de la formación continua en el
territorio.

c) Proponer criterios para la realización de estudios e
investigaciones para la formación continua en su territorio.

d) Elaborar una memoria anual sobre la formación
realizada en el territorio.

e) Colaborar, a requerimiento de la fundación estatal, en
la organización de la agrupación voluntaria de empresas en el
territorio de su comunidad autónoma. Informar y colaborar en el
desarrollo y seguimiento de las acciones complementarias y
de acompañamiento a la formación que afecten al ámbito de
su comunidad autónoma.

f) Conocer de la agrupación voluntaria de empresas
incluidas en su ámbito de actuación”.

En relación a este precepto, el dictamen del Consejo de Estado
sugería, en el apartado J) de las “Observaciones al Articulado”, un
cambio de redacción a fin de que se indicara expresamente que la
posibilidad de constitución de estas comisiones paritarias territoriales
era “sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas”,
propuesta que, sin embargo, no fue recogida en la redacción final del
texto normativo; sin que en la constitución e integración de la comisión
paritaria se refleje intervención o participación de algún tipo en la
Comunidad Autónoma.

Entendemos que omitir dicha salvedad, teniendo en cuenta que
entre las funciones que se atribuyen a estas comisiones está la del
seguimiento de la formación continua, puede suponer ignorar la
titularidad de la función ejecutiva en la materia que ostenta la Comunidad
Autónoma, que podría entenderse excluida de toda participación en el
ejercicio de estas funciones. Por otro lado no se contempla que sean las
propias Comunidades Autónomas las que, en el ejercicio de sus
competencias de organización, decidan integrar en sus organismos de
control a otras organizaciones empresariales o sindicales que no tengan
esa condición legal de mayor representatividad.

Por tanto, por lo que al artículo 20 del Real Decreto examinado se
refiere, hemos de concluir advirtiendo que con la redacción del texto legal
se puede entender que se están marginando las funciones ejecutivas de
las Comunidades Autónomas al atribuir a unas comisiones paritarias
territoriales -en cuya constitución e integración no se otorga ningún tipo
de intervención a las administraciones autonómicas-, el seguimiento de



13

la formación continua, sin preverse tampoco la posibilidad de que las
Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias de
organización, decidan integrar en sus organismos de control a otras
organizaciones empresariales o sindicales que no tengan esa condición
legal de mayor representatividad.

En definitiva, a tenor de los argumentos expresados, ha de
formularse las siguientes

CONCLUSIONES

Según el informe del INAEM obrante en el expediente, se está
estudiando la posibilidad de formalizar un conflicto de competencias por
los servicios jurídicos del Gobierno de Aragón, a quien corresponde
decidir sobre la oportunidad o interés de formalizarlo.

En todo caso, en relación al problema planteado sobre la posible
vulneración del reparto de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas por parte del Real Decreto 1046/2003, de 1
de agosto, por el que se regula el subsistema de formación profesional
continua, esta Institución estima que, de acuerdo con las
consideraciones anteriormente expresadas, podrían efectuarse algunas
objecciones a la vista del tenor literal del texto definitivo de dicha norma,
que son las siguientes:

1) El diseño de funciones que se atribuyen a la Comisión Estatal de
Formación Continua, Comisiones Paritarias Sectoriales, Comisiones
Paritarias Territoriales y Fundación Estatal para la Formación en el
Empleo, puede afectar al contenido de las competencias de ejecución
que a la Comunidad Autónoma de Aragón le corresponden.

2) En cuanto al artículo 12 del Real Decreto cabe apuntar que las
facultades atribuidas -para seguimiento y control de las acciones
formativas- a la Fundación Estatal, por lo que se refiere a la obtención
datos e información que deben facilitar las empresas, son muy amplias,
quedando habilitada dicha fundación para requerir a éstas la
documentación e  información adicional que considere necesaria,
omitiéndose cualquier mención a la necesidad de facilitar esa
información a la Administración autonómica, competente en la gestión de
las acciones formativas, y en los propios términos que esta
Administración autonómica establezca.
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3) En el artículo 14 del Real Decreto estudiado no se contempla la
posibilidad de celebración de contratos programa por parte de las
Administraciones Autonómicas mediante una regulación, con carácter
general, de los contratos programa para la formación de trabajadores,
para que las Administraciones en cada caso competentes se ocupen de
su ejecución.

4) Finalmente, en el artículo 20 se puede entender que se pueden
estar limitando las funciones ejecutivas de las Comunidades Autónomas
al atribuir a unas comisiones paritarias territoriales -en cuya constitución
e integración no se otorga ningún tipo de intervención a las
administraciones autonómicas-, el seguimiento de la formación continua,
sin preverse tampoco la posibilidad de que las Comunidades
Autónomas, en el ejercicio de sus competencias de organización,
decidan integrar en sus organismos de control a otras organizaciones
empresariales o sindicales que no tengan esa condición legal de mayor
representatividad.

Del presente informe se dará traslado para su conocimiento al
Departamento de Economía, Hacienda y Empleo de la Diputación
General de Aragón y a los presentadores de las quejas formuladas,
procediéndose al archivo de los expedientes de referencia.

En Zaragoza, a 23 de Octubre de 2003.

FERNANDO GARCÍA VICENTE
        JUSTICIA DE ARAGÓN


